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“Decenio de la Igualdad de oportunidades para mujeres y hombres” 

“Año de la unidad, la paz y el desarrollo” 

 
OFICIO N° 042-2023-DP/AMASPPI                                                            Lima, 11 de febrero de 2023 
 
Señora 
Rocilda Nunta Guimaraes 
Viceministra de Interculturalidad 
Ministerio de Cultura 
Presente. – 

Asunto:  Actuaciones para cautelar los derechos de las 
personas indígenas en el marco de la crisis política 
y protesta social 

 

De mi especial consideración: 
 

Es grato dirigirme a usted para saludarla muy cordialmente y, a la vez, referirme a la situación de 
los/as ciudadanos/as de las comunidades campesinas y/o localidades rurales que pertenecen a 
pueblos indígenas, provenientes de los departamentos de Puno, Apurímac, Huancavelica, 
Ayacucho, Arequipa, entre otros; quienes, en el ejercicio de su derecho a la protesta, vienen 
participando en las diversas movilizaciones sociales ante la actual crisis política. 

 
Como es de su conocimiento, tras el quiebre del orden constitucional ocurrido el 7 de diciembre 
último, a través de un golpe de Estado, realizado por el ex Presidente de la República, señor Pedro 
Castillo Terrones, nuestro país viene experimentado un estado permanente de conflictividad 
social, principalmente en la capital y el sur del país. Ante ello, la Defensoría del Pueblo, en el marco 
de sus competencias, viene realizando labores de supervisión con el fin de advertir y evitar 
situaciones que vulneren derechos humanos de la población y la comunidad, entre ella, la 
ciudadanía indígena y rural. 

 
Lamentablemente, las protestas y/o manifestaciones que se han venido desarrollando han 
alcanzado altos niveles de violencia entre la población y las fuerzas del orden que ha dejado como 
resultado pérdidas humanas y graves afectaciones a los derechos humanos. Frente a estas 
circunstancias, nuestra institución ha exhortado, de manera reiterada, a la población participante 
a ejercer su derecho a la protesta de forma pacífica y a las fuerzas del orden actuar estrictamente 
bajo los principios de legalidad, necesidad, proporcionalidad y humanidad en el uso de la fuerza. 

 
Al 10 de febrero del 2023, la Defensoría del Pueblo ha reportado 48 civiles fallecidos en 
enfrentamientos, coincidentemente más del 50% en departamentos con alta población indígena 
como Ayacucho, Puno y Apurímac. También, 11 civiles fallecidos por accidentes de tránsito y 
hechos vinculados a bloqueos de carreteras y un efectivo policial fallecido por hechos de violencia 
en el contexto de las protestas sociales. Además, dio cuenta que, según datos del Minsa, 1 247 
personas resultaron heridas, en su mayoría (854) en el presente año., mientras que, según la 
Policía Nacional del Perú, un total de 580 efectivos policiales resultaron heridos al pasado 20 de 
enero.1  

 
1 Defensoría del Pueblo, documento “Crisis Política y Protesta Social”. Reporte diario del 10 de febrero del 2023, actualizado a las 

18:00 horas. 
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En dicho contexto, la institución advierte que una parte de las personas que vienen ejerciendo su 
derecho a la protesta son representantes, líderes/as y/o miembros integrantes de organizaciones, 
comunidades campesinas e indígenas y localidades rurales; y en las últimas semanas, diversas 
delegaciones de ciudadanos/as de los departamentos de Cusco, Puno, Arequipa, Apurímac, 
Huancavelica, entre otros, se han trasladado a la ciudad de Lima, para hacer escuchar sus pedidos 
a las autoridades nacionales. 

 
Desde su llegada a la capital del país, la institución ha evidenciado la situación de vulnerabilidad 
de estas personas. Así, a mediados de enero, la Policía Nacional del Perú efectuó una intervención 
policial en la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, sin presencia de fiscales. En aquella 
oportunidad, constatamos la ausencia de protocolos para intervenciones a personas de 
comunidades indígenas; además, maltratos físicos, psicológicos y frases racistas y discriminatorias 
a personas indígenas, así como, la insuficiente disponibilidad de intérpretes en lenguas originarias 
(quechua y aimara) para las diligencias correspondientes, emitiendo para ello recomendaciones 
al Ministro del Interior, a través del Oficio N° 0018-2023-DP, del 23 de enero de 2023. 

 
Asimismo, a nivel nacional, hemos advertido el incremento de expresiones, discursos y acciones 
racistas, discriminatorias o de odio en contra de las personas indígenas que ejercen su derecho a 
la protesta, a través de las redes sociales, medios televisivos e, incluso, en la comunicación de 
autoridades nacionales2. Al respecto, el racismo y la discriminación materializan la exclusión y la 
vulneración de derechos y libertades de las personas, siendo un problema que afecta a nuestra 
sociedad y que acentúa la desintegración nacional. Ello no permite un desarrollo basado en la 
igualdad, siendo las personas de pueblos indígenas, la población afrodescendientes y personas de 
origen o ascendencia andina o amazónica los más afectados.3 

 
En el marco del derecho internacional,  la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación Racial, ratificado4 y vigente en el Perú en 1971, ha establecido que 
los Estados parte condenan la discriminación étnico racial y se comprometen, entre otros 
aspectos, a no incurrir en ningún acto o práctica de discriminación racial y a velar por que las 
autoridades actúen de conformidad con esta obligación; además, de prohibir todo acto de 
discriminación y garantizar la igualdad en el ejercicio de sus derechos, particularmente, el de 
libertad de pensamiento, libertad de opinión y expresión, libertad de reunión, entre otros 
derechos civiles.5 

 
En lo que respecta a nuestro país, la Constitución Política respalda y obliga normativamente la 
adopción de acciones para la eliminación de las formas de discriminación racial, a través de la 
vigencia del derecho a la igualdad ante la ley, por lo que nadie debe ser discriminado por motivo 
de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquier otra índole; 
así como del derecho a la identidad étnica y cultural, debiendo el Estado reconocer la pluralidad 
étnica y cultural de la Nación.6 

 
2 Consultar en: https://twitter.com/i/status/1621285802696220672, https://twitter.com/i/status/1617949903887699971  
3 Cfr. Plataforma Alerta contra el Racismo. Consultar en: https://alertacontraelracismo.pe/discriminacion-y-racismo-en-el-peru  
4 En el Perú fue sometida al Congreso Nacional y aprobada mediante Decreto Ley Nº 18969, del 21 de setiembre de 1971. 
5 Artículos 2 y 5 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial. 
6 Dichos derechos están regulados en los numerales 2 y 19, respectivamente, del artículo 2 de la Constitución. 
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Ante ello, debemos señalar que, pese a que los actos de discriminación étnico-racial tienen larga 
data, se han agudizado en el presente contexto de crisis política. De acuerdo con la I Encuesta 
Nacional “Percepciones y Actitudes sobre Diversidad Cultural y Discriminación Étnico-Racial”7, el 
59% de peruanos/as percibe que la población quechua y aimara —quienes vienen movilizándose 
actualmente— es discriminada por su forma de hablar, su vestimenta e idioma o lengua que 
hablan. A ello, se suma que uno de los principales lugares donde los peruanos/as se han sentido 
discriminados/as son las comisarías (19%). 

 
Esto se incrementa más aún en una sociedad como la peruana al ser altamente desigual, donde 
el nivel económico refuerza este tipo de actos y/o situaciones, condicionando el libre y efectivo 
ejercicio de los derechos humanos y el goce de los servicios públicos por parte de los y las 
ciudadanas. De acuerdo con el ENAHO 2021, la población indígena aún vive por debajo el umbral 
de la pobreza, registrando que el 38.5% de la población indígena u originaria a nivel nacional se 
encuentra en situación de pobreza; de ella, el 8.7% se encuentra en situación de pobreza extrema. 

 
Frente al escenario de crisis política y protesta social, entre el 11 y 13 de enero, una delegación 
de CIDH, liderada por el comisionado Stuardo Ralón, visitó Perú para observar la situación de los 
derechos humanos. Como resultado de ello, y en el marco de la Sesión Ordinara del Consejo 
Permanente realizado el 18 de enero, el Primer Vicepresidente y Relator para el Perú señaló haber 
“constatado un deterioro generalizado del debate público con la presencia de una fuerte 
estigmatización por factores étnicos-raciales y regionales, particularmente en los mensajes que 
reproducen algunas autoridades (…) que contribuyen a la creación de un ambiente de 
discriminación, estigmatización y violencia institucional en contra de personas indígenas y 
campesinas. Además, impiden el desarrollo de cualquier intento de recomposición del tejido 
social.”8 

 
Asimismo, en una sesión extraordinaria del Consejo Permanente del 30 de enero, el referido 
comisionado puntualizó que las “manifestaciones tienen una petición y un descontento social que 
también se refiere a causas estructurales anteriores que tienen que ver con una desigualdad 
histórica y estructural en el país, en particular en el Sur, donde la mayoría de la población es 
indígena (…)”.9 

 
Por su parte, la ONU, en el marco de la presentación al Examen Periódico Universal del Consejo 
de Derechos Humanos, pidió a las a las autoridades el respeto a los derechos humanos, a la 
libertad de expresión, reunión pacífica y asociación, que haya un uso proporcionado de la fuerza 
en última instancia. Además, solicitó el cese de la violencia y que se promueva un diálogo 
constructivo. Asimismo, recomendó al Estado Peruano prevenir y sancionar el racismo y la 
discriminación contra los pueblos indígenas y afroperuanos, en el marco de la crisis política y 
social.10 

 

 
7 Realizada por el Ministerio de Cultural en el año 2017. 
8 Discurso del Comisionado Edgar Stuardo Ralón Orellana, Primer Vicepresidente y Relator para el Perú, durante la Sesión Ordinaria 

del Consejo Permanente de la CIDH, realizado el 18 de enero de 2023. En:  https://bit.ly/3K1FwEG  
9 Discurso del Comisionado Edgar Stuardo Ralón Orellana, Primer Vicepresidente y Relator para el Perú, durante la Sesión Ordinaria 

del Consejo Permanente de la CIDH, realizado el 31 de enero de 2023. En:  https://bit.ly/3xctnFn  
10 Consultar en: https://bit.ly/3YBKE6A  
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Ante estas graves circunstancias, la Defensoría del Pueblo ha recordado que, por mandato 
constitucional, el Estado es el principal garante del ejercicio de los derechos a la identidad cultural 
y étnica, a la vida y a la dignidad humana. Por ello, ha invocado a la población y las autoridades 
expresarse y proceder con respeto hacia las personas para frenar la confrontación entre 
peruanos/as. Además, ha rechazado todo trato y/o discurso racista y discriminatorio contra 
personas indígenas que ejercen su derecho a la protesta.11  

 
Asimismo, hemos señalado que, en este contexto de polarización, existe la necesidad de que el 
Estado en su conjunto genere espacios de diálogo y consenso, reconociendo y valorando la 
diversidad cultural y la historia de nuestro país, a fin de detener la división social y lograr construir 
un Estado libre de racismo.12 Estos señalamientos han sido realizados en la línea de lo manifestado 
por su Sector, al reafirmar que nuestro país es culturalmente diverso, pues en él viven 55 pueblos 
indígenas u originarios, que representan al 26% de la población nacional.13 

 
Para la Defensoría del Pueblo, resulta fundamental que, frente a estas circunstancias, el Ministerio 
de Cultura redoble sus esfuerzos para dotar de mayor eficacia sus acciones institucionales, en 
coordinación y sinergia con otros sectores del Ejecutivo, con el propósito de concientizar a la 
población nacional sobre el respeto a la identidad cultural y erradicar la propagación de 
expresiones racistas y discriminatorias que se vienen expandiendo en contra de la población 
indígena, campesina y rural del Perú, en el marco de las protestas sociales a nivel nacional.  

 
Para ello, consideramos que es fundamental fortalecer el servicio ORIENTA14 , en sus diversas 
modalidades de prestación, entre ellas la plataforma de “Alerta contra el Racismo”, de manera tal 
que se garantice una información y orientación oportuna y adecuada a la ciudadanía en materia 
de discriminación étnico racial, poniendo a su disposición herramientas, con pertinencia cultural, 
para identificar y tomar acción ante actos de esta naturaleza. Los resultados de estas acciones 
permitirán cuantificar el avance y reducción de la discriminación étnico-racial, hacer seguimiento 
a esta problemática, adecuar y formular políticas públicas que garanticen el derecho a la identidad 
cultural. 

 
Asimismo, estimamos necesario que, en el marco de dicho servicio, el Sector establezca una 
acción inmediata de seguimiento, control y denuncia, a través de un observatorio o registro 
interactivo, que le permita al Estado peruano responder y actuar con la debida diligencia frente a 
las expresiones de discriminación étnico-racial que se vierten por los distintos canales de difusión 
masiva, en el marco de la crisis política y protesta social que se realiza a nivel nacional. Ello 
coadyuvará a construir una ciudadanía intercultural, evitar la impunidad y cumplir las obligaciones 
internacionales sobre la materia. 

 
Además de ello, en la línea de nuestra recomendación emitida al Ministerio del Interior, se aprobó 
el “Protocolo para articular los servicios del Estado en contexto de detención e intervención policial 
a mujeres y poblaciones vulnerables”, a través del Decreto Supremo N° 002-2023-MIMP, que 
contiene disposiciones para asegurar la presencia de traductoras/es o intérpretes en 

 
11 Consultar en: https://twitter.com/Defensoria_Peru/status/1616903712185761792?t=8PVhBf92nYzNVF6RWsGsZA&s=08  
12 Consultar en: https://twitter.com/Defensoria_Peru/status/1622012568704278530  
13 Censos Nacionales: XII de Población, VII de Vivienda y III de Comunidades Indígenas. 
14 Decreto Supremo N° 013-2021-MC, del 19 de julio del 2021. 
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intervenciones con personas pertenecientes a los pueblos indígenas, de comunidades nativas y 
campesinas, respetando sus derechos lingüísticos, a fin de evitar vulneraciones en las 
intervenciones y detenciones policiales. Sobre este punto, se requiere que el Ministerio de Cultura 
realice el seguimiento permanente del cumplimiento de dicha obligación y disponga, según 
corresponda, medidas en coordinación con las instancias correspondientes, cuando detecte la 
inobservancia de dicha medida. 

 
Asimismo, urge que el Sector fortalezca la asistencia al personal de la Policía Nacional del Perú - 
PNP, en asuntos de interculturalidad y protección de derechos de los pueblos indígenas, con el fin 
de generarles competencias interculturales en la prestación de sus servicios. También es 
pertinente que impulse la incorporación de las preguntas de autoidentificación étnica y lengua 
materna en las actas de intervención policial, como el acta de registro personal e incautación y 
demás registros administrativos de la PNP, en la línea de lo recomendado por la Defensoría del 
Pueblo en el oficio remitido al Mininter (Oficio N° 0018-2023-DP, del 23 de enero de 2023). 

 
Finalmente, es oportuno manifestar que lo expuesto en el presente documento se encuentran en 
el marco de las competencias y funciones del Viceministerio de Interculturalidad establecidas en 
el artículo 11 del Reglamento de Organización y Funciones15 del Ministerio de Cultura, entre estas, 
la de promover y generar mecanismos y acciones para difundir una práctica intercultural en la 
sociedad, orientada a promover la cultura de paz y solidaridad, así como la de proponer 
mecanismos para evitar cualquier tipo de exclusión o discriminación étnica-racial. 

 
En ese sentido, de conformidad con el mandato constitucional de la Defensoría del Pueblo 
previsto en el artículo 162 de la Constitución Política, me permito recomendar a su despacho las 
siguientes acciones: 

 
1. Adoptar acciones urgentes y necesarias para prevenir y garantizar la erradicación de la 

discriminación étnico-racial contra los ciudadanos/as indígenas, campesinos y rurales 
quechua y aimara hablantes, en el marco de esta crisis política y protesta social; así como 
para implementar y reforzar la aplicación del enfoque intercultural en la actuación de las 
entidades públicas. 
 

2. Reforzar sus acciones institucionales, en coordinación con otros sectores del Ejecutivo y 
entidades públicas y privadas, con el propósito de concientizar a la población nacional 
sobre el respeto a la identidad cultural y erradicar la propagación de expresiones racistas 
y discriminatorias que se vienen realizando en contra de la población indígena. 
 

3. Fortalecer el servicio ORIENTA, en sus diversas modalidades de prestación, entre ellas la 
plataforma de “Alerta contra el Racismo”, de manera tal que se garantice una información 
y orientación oportuna y adecuada a la ciudadanía en materia de discriminación étnico 
racial. 
 

4. Establecer una acción inmediata de seguimiento, control y denuncia, a través de un 
observatorio o registro interactivo, que le permita al Estado peruano responder y actuar 

 
15 Decreto Supremo Nº 005-2013-MC, que aprueba el Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de Cultura. 
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con la debida diligencia frente a las expresiones de discriminación étnico-racial que se 
vierten por los distintos canales de difusión masiva. 
 

5. Realizar el seguimiento permanente, según sus competencias, del cumplimiento de las 
obligaciones contempladas en el “Protocolo para articular los servicios del Estado en 
contexto de detención e intervención policial a mujeres y poblaciones vulnerables”, 
aprobado por Decreto Supremo N° 002-2023-MIMP, en coordinación con las instancias 
correspondientes, para cautelar los derechos de la población indígena. 
 

6. Fortalecer la asistencia al personal de la Policía Nacional del Perú - PNP, en asuntos de 
interculturalidad y protección de derechos de los pueblos indígenas e impulsar la 
incorporación de las preguntas de autoidentificación étnica y lengua materna en las actas 
de intervención policial, como el acta de registro personal e incautación y demás registros 
administrativos de la PNP. 

 
En virtud de lo expuesto, y en el marco del artículo 16 de nuestra Ley Orgánica, Ley N° 26520, 
sobre el deber de cooperación de las entidades públicas a la Defensoría del Pueblo, mucho 
agradeceré a usted se sirva brindarnos la siguiente información: 
 

1. Un informe con las acciones que ha adoptado o adoptará su despacho para el 
cumplimiento de las recomendaciones que se han efectuado en el presente documento.  
 

2. Un informe de las acciones y medidas que su entidad, a través de sus unidades orgánicas 
adscritas competentes, viene adoptando o prevé adoptar frente a las expresiones de 
discriminación étnico-racial que se vienen difundiendo contra la población indígena, 
campesina y rural, quechua y aimara hablantes que, en el ejercicio de su derecho a la 
protesta, se viene manifestando en los distintos lugares del país. 
 

3. Las medidas que viene adoptando o adoptará su Sector para dar cumplimiento a las 
disposiciones establecidas en el “Protocolo para articular los servicios del Estado en 
contexto de detención e intervención policial a mujeres y poblaciones vulnerables”, 
respecto a la atención con enfoque intercultural y aseguramiento de la presencia de 
traductores e intérpretes en intervenciones policiales a personas indígenas. 
 

4. El registro de casos de discriminación étnico-racial identificados por su sector, a nivel 
nacional, desde el mes de julio de 2021 a la fecha. De corresponder, el detalle de los casos 
que fueron derivados a la Fiscalía correspondiente. 

 
Sumado a ello, mucho agradeceré a usted se sirva remitir, en un plazo de 10 días hábiles, la 
información solicitada, a través de la Mesa de Partes Virtual de la Defensoría del Pueblo 
(https://plusnet.defensoria.gob.pe/TramiteVirtual/) o al correo electrónico 
tramite@defensoria.gob.pe.  
 
Finalmente, solicitamos a su despacho una reunión, con carácter de urgencia, para abordar los 
temas planteados en el presente documento, para lo cual agradeceré coordinar con la señora 
Nelly Herminia Aedo Rueda, Jefa del Programa de Pueblos Indígenas de la Defensoría del Pueblo, 
al correo naedo@defensoria.gob.pe.  

mailto:jroque@defensoria.gob.pe
https://plusnet.defensoria.gob.pe/TramiteVirtual/
https://plusnet.defensoria.gob.pe/TramiteVirtual/
mailto:tramite@defensoria.gob.pe
mailto:tramite@defensoria.gob.pe
mailto:tramite@defensoria.gob.pe


  
 
 
 

7 
Jr. Ucayali N° 394 - 398 – Lima 

Teléfono: 311-0300 anexo 3051 
Email secretaria: jroque@defensoria.gob.pe  

 

 
En la confianza de contar con su gentil atención, me valgo de la oportunidad para expresarle mi 
especial consideración. 
 

Atentamente, 
 
 

Firmado digitalmente 
Lissette Vásquez Noblecilla 

Adjunta a la Defensora del Pueblo en Medio Ambiente, 
Servicios Públicos y Pueblos Indígenas (e) 

lvasquez@defensoria.gob.pe 
 
NHAR-PPI/gqn 
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